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Quiero dar inicio a esta sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre Acceso a la Información Pública que se celebra en cumplimiento del mandato contenido en la resolución 2418 de la Asamblea General de la OEA, dando la bienvenida a todos los aquí presentes y agradeciendo la presencia de los señores panelistas cuya participación es garantía del éxito de la reunión.

De acuerdo a la doctrina más recibida la información  en un sentido amplio comprende tanto los procedimientos para obtenerla es decir acopiar, tratar, difundir, recibir como los distintos tipos de ella ya sean hechos, datos, ideas, opiniones, noticias y sus diversas funciones. El derecho a la información es un derecho humano cuyo contenido básico comprende la facultad de investigar, difundir y recibir información. En un sentido más general el derecho a la información se ha descrito como una expresión de la libertad de información que comprende el derecho a informar, a informarse y a la protección contra la información disfuncional o abusiva.

Cuando nos referimos al acceso a la información cabe preguntarse respecto a la categorización de libertad o derecho involucrado. Jellinek distingue los derechos de carácter positivo o derechos - deber de los derechos-libertades. Los primeros requieren la acción positiva del Estado, mientras que los segundos su abstención. Según esta distinción el acceso a la información se asimila al derecho - deber, es decir que implica en tanto que derecho, que los poderes públicos asuman medidas positivas para garantizar su ejercicio. El puede definirse como la prerrogativa de acceder a datos, registros y todo tipo de información en poder de cualquier organismo público sea o no estatal, con las excepciones que establezca la ley en una sociedad democrática. 

Porque nos interesa este derecho?

La visibilidad el poder es uno de los atributos que caracteriza a las democracias frente  a otras formas de Gobierno. Norberto Bobbio decía preferir, entre todas las definiciones de democracia, aquella que la presenta como “el poder público”. Utilizaba esta expresión para referirse a todos los mecanismos institucionales que obligan a los gobernantes a tomar decisiones a la luz del día y que se permiten a los gobernados “ver” cómo y donde se toman dichas decisiones. 

“Gobernar en público” supone hacer que el poder sea controlable por la mirada de los ciudadanos. Desde el punto de vista de los ciudadanos, la publicidad constituye una garantía esencial del funcionamiento del poder del Estado en una sociedad democrática, no sólo porque fortalece la confianza en ese poder, sino también porque fomenta la responsabilidad en quienes lo ejercen.

Pero la garantía del acceso público a información en poder del Estado no es sólo una herramienta práctica que fortalece la democracia, las normas de derechos humanos y que promueve la justicia, es también y ante todo un derecho humano basado en la dignidad de la persona humana. Derecho recogido en instrumentos internacionales tanto de alcance universal como regional, de índole general o vinculada a áreas específicas. A vía de ejemplo ha sido plasmado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración de Principios sobe Libertad de Expresión. Ha tenido particular desarrollo en el campo del medio ambiente de allí que fuera contemplado en declaraciones como la de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo y en Convenciones como la de Aarhus sobre Acceso a la Información, Participación Pública en la Toma de Decisiones y Acceso a la Justicia en temas medioambientales.
La tendencia actual se orienta a un creciente consenso en torno al principio de que los Estados tienen la obligación positiva y autónoma de brindar la información en su poder a sus ciudadanos, con el correlativo derecho de éstos a su acceso y que este derecho aunque interrelacionado es sustancial e independiente de otros derechos fundamentales.

Como resultado de la creciente conciencia que existe en las Américas acerca de la importancia del derecho al acceso a la información pública, los Jefes de Estado y de Gobierno del continente han reconocido en las Cumbres de las Américas que una administración sólida de los asuntos públicos exige instituciones gubernamentales efectivas, transparentes que realicen una debida rendición de cuentas.

A su vez, la Asamblea General de la OEA ha aprobado una serie de resoluciones sobre el acceso a la información pública, en donde reafirma que toda persona tiene la libertad de buscar, recibir, acceder y difundir informaciones, y que el acceso a la información pública es un requisito indispensable para el funcionamiento de la democracia.

Ha reiterado también que los Estados tienen la obligación de respetar y hacer respetar el acceso a la información pública a todas las personas, y de promover la adopción de  disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva.

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos protege explícitamente la “Libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole”. A ese respecto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que “el derecho a la libertad de expresión incluye el derecho a divulgar y el derecho a procurar y recibir ideas e información. Sobre la base de este principio, el acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos y los Estados tienen la obligación de garantizarlo”.

Este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el caso de un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas (Principio 4 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión).

El primer Tribunal Internacional que resaltó que el acceso a la información constituye un derecho humano fue la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es así que en el Caso Marcel Claude Reyes y otros vs. Chile señaló que el artículo 13 de la Convención  “Ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esta información o reciba una respuesta fundamentada cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo  en los casos en que se aplique una legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que esta circule en la sociedad de manera que puede conocerla, y acceder a ella y valorarla. De esta forma -señaló la Corte- el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo el control del Estado, el cual contiene de manera clara las dos dimensiones, individual y social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por el Estado de forma simultánea”.

Del análisis de la jurisprudencia del tribunal surgen elementos de importancia a considerar en primer lugar que el derecho de acceso a la información se rige por el principio de máxima divulgación el cual establece que toda información es accesible, sujeta a un sistema restringido de excepciones.

En segundo término las restricciones que pueden aplicarse a este derecho deben estar previamente fijadas por ley como medio de asegurar que no queden al arbitrio del poder público. Dichas leyes deben dictarse por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas. Las restricciones deben responder a un objetivo permitido por el artículo 13.2 de la Convención Americana. En esa línea de pensamiento la Corte estableció que las restricciones que se impongan deben ser necesarias en una sociedad democrática, lo que depende de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo colocando la carga de la prueba de las posibles restricciones a este derecho, en el Estado.

El vínculo entre democracia, acceso a la información y control democrático en las cuestiones de interés público también es fácil de percibir.

La Corte ha declarado que las justas exigencias de la democracia deben “…orientar la interpretación de la convención y, en particular, de aquellas disposiciones que están críticamente relacionadas con la preservación y el   funcionamiento de las instituciones democráticas”. Expresó además que el derecho de cada persona a estar bien informada es un requisito previo fundamental para una sociedad democrática.

En ese sentido, es de particular relevancia lo señalado por el Tribunal en el caso La Nación, sobre la transparencia de las actividades gubernamentales y su incidencia en la libertad de expresión, al permitir el funcionamiento de “mecanismos de control” para que los ciudadanos denuncien toda irregularidad. En el mismo caso, el Tribunal reconoció que el “control democrático” por parte de la sociedad civil exige reducir al mínimo las restricciones al debate de cuestiones de interés público.

En el caso Canese la Corte consideró la importancia de la libertad de expresión en el contexto de una campaña electoral afirmando que ésta “permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades de su gestión”

Del amplio reconocimiento hecho por la Corte sobre el papel que juega la divulgación de información en una sociedad democrática, se deriva que existe una obligación positiva por parte del Estado de brindar esa información a los ciudadanos, especialmente cuando se encuentra en su poder y no existen otros medios para acceder a ella. Esto, sin perjuicio de las limitaciones excepcionales que establezcan previamente las leyes, con base en los reconocidos principios de proporcionalidad y de necesidad.

Un elemento importante a señalar es que se requiere también de la concientización de los actores políticos y sociales y de la movilización y participación de la sociedad civil para garantizar el ejercicio de este derecho. A pesar de los significativos avances normativos, queda todavía mucho por hacer para lograr un clima de respeto y efectiva vigencia del derecho al acceso de la información. En este sentido la mayor transparencia que se logra entre otras cosas con el dictado y aplicación de leyes de acceso a la información pública, disminuye la corrupción. Ello trae aparejado un aumento en las posibilidades de inversión y de la capacidad productiva de los Estados, es decir que incide directamente en su desarrollo y en la necesaria justicia social que debe presidirlo. 

Esta sesión especial se constituye  pues en un esfuerzo más que esperamos contribuya a que los Estados Miembros de la OEA y los demás actores involucrados vuelquen a favor del derecho al acceso a la información pública, a su normatización, de modo que se facilite cada vez más su ejercicio a todas y todos los ciudadanos.
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